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SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda recibe con mucho gusto a la delegación del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, integrada por la economista Haydeé Pérez y el contador Rubén Rodríguez, 
quienes comparecen para darnos su opinión respecto al proyecto de ley sobre la reforma del sistema 
tributario. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradecemos la invitación para expresar nuestra opinión. 


El Colegio abarca una cantidad importante de profesionales, que está en el orden de los cinco mil. Nosotros 
trabajamos a través de comisiones técnicas en diversas áreas y, en particular, este tema ha sido objeto de 
estudio de la Comisión Técnica Tributaria, integrada por numerosos profesionales, muchos de hechos con 
una actuación bastante reconocida en la plaza. 


Esa Comisión ha venido trabajando desde que el proyecto tomó estado público y ha tratado diversas aristas. 
Lo que nos ha abocado en esta primera instancia es la tributación de los profesionales. Si bien se ha analizado 
el proyecto en su conjunto, el Colegio no ha tomado una posición sobre la integralidad, sino que ha tratado, a 
partir de un informe de la comisión técnica, la tributación de los profesionales, no solo de los contadores, de 
los economistas y de los administradores, sino en general. 


En este sentido nuestra Comisión ha hecho un análisis y el Consejo Directivo lo ha apoyado en la mayor 
parte de sus puntos -aunque en algunos no-, y esta ha sido la base del comunicado y de una reunión bastante 
importante, con muchos socios, que se hizo la semana pasada en forma pública. Hemos traído copias de ese 
comunicado, que tiene ocho puntos y que recoge la posición del Colegio sobre la tributación profesional y 
está a disposición de ustedes. 


La primera precisión es que este Colegio no se considera en condiciones de discutir el tema del impuesto a la 
renta de las personas físicas o el resto de la reforma tributaria; eso lo toma como una decisión emanada de un 
gobierno democrático y su resolución está en el lugar adecuado. 


También este Colegio entiende que los profesionales universitarios tienen la obligación de aportar al 
Presupuesto Nacional, que deben contribuir con su cuotaparte de impuestos y asumir la cuotaparte de 
responsabilidad social que corresponde. Sí entiende que es posible aportar algunos elementos sobre cómo 
debe ser esa tributación profesional. 


Entrando al tema en cuestión, a través de nuestra comisión técnica hemos visto que este impuesto divide en 
diversas categorías las rentas gravadas. La comisión especializada menciona los antecedentes técnicos, un 
sistema cedular, en el que existe la imposición a la renta de la persona física, la imposición a la renta 
empresarial y la imposición al capital y, como una subcategoría de esta, la imposición a la renta de los no 
residentes. Entendemos que la renta derivada de las actividades profesionales no está reconocida 
específicamente en ninguna de estas categorías. La base de nuestro razonamiento es que se justificaría la 
existencia de una cédula especial, específica, que sería la renta profesional, en tanto no es igual a la renta de 


las personas físicas. En el caso de esta última, las personas no necesariamente tienen gastos para obtenerla; o 
sea, en el caso de la renta de las personas físicas derivada de un sueldo o de otro tipo de ingreso, 
generalmente son muy similares la renta bruta y la renta neta. En cambio, la renta del profesional implica una 
serie de gastos imprescindibles para su obtención: sueldos, honorarios de otros profesionales, alquileres, 
cursos de perfeccionamiento, libros, asistencia a eventos; es decir, una serie de gastos necesarios para llevarla 
a cabo. 


En ese sentido, entendemos que la renta de los profesionales no es igual a la renta de las personas físicas; 
tampoco se encuadra exactamente en el concepto de renta de actividades empresariales, porque en la renta 
profesional no existe una combinación de tipo empresarial entre capital y trabajo. O sea: en la mayoría de los 
casos, el trabajo del profesional no implica necesariamente usar una máquina, un camión, una fábrica; a lo 
sumo puede usar una computadora o algún otro elemento accesorio, pero no es importante. Por lo tanto, 
tampoco está encuadrado exactamente dentro del concepto de impuesto a la renta de actividades 
empresariales. 


También es obvio que no pertenece al marco configurado por las otras dos cédulas; no es una imposición al 
capital y tampoco un no residente. 


En ese orden de argumentaciones, este es el punto central. Nosotros entendemos que podría ser considerado 
una renta específica, una nueva categoría que sería el impuesto a la renta profesional. Ese es el punto uno de 
nuestra presentación y es en el que se basan muchos de los demás. 


Una vez que estamos ubicados en este contexto, viene la manera de gravarlo. Acá se nos presenta una 
circunstancia que es un dato de la realidad, un dato del proyecto que nos preocupa y es que el proyecto habla 
de una tasa "flat" del 10% para los no residentes por las actividades que realicen en el Uruguay. En este caso 
nos encontramos con que un profesional extranjero, del área, de la región, en base a determinados acuerdos 
que existen y de otros que están prácticamente para cerrarse o ya avanzados en el marco del MERCOSUR, 
perfectamente puede venir a trabajar a Uruguay, prestar servicios como contador, abogado o médico, y ser 
gravado por sus ingresos en Uruguay con una tasa "flat" del 10%. Entendemos que esto genera a los 
profesionales una situación de inequidad, de desventaja, lo cual se ve agravado con el tema de la colegiación, 
que no es resorte de esta reforma pero que está detrás. En Uruguay no existe la colegiación obligatoria y por 
lo tanto esta situación de alguna manera permite este tipo de posiciones. En ese caso aspiramos a que a los 
efectos de que la renta profesional implique un tratamiento igualitario esta esté regida por una tasa "flat" de 
un orden similar a la de los no residentes. 


Siguiendo con el resto de los puntos, entendemos, por razonamientos que ya mencionamos, que lo que 
debería estar gravado en el caso de los profesionales no es la renta bruta sino una renta neta donde se debería 
permitir descontar los gastos necesarios para obtenerla, en la medida en que estén debidamente 
documentados. En este punto particular, la actividad profesional se asemeja más a la renta de la actividad 
empresarial que a la renta de la persona física y generalmente ese tipo de gastos que mencionamos, como 
honorarios de otros profesionales, sueldos, leyes sociales, alquileres, etcétera, documentados en la forma 
debida, deberían permitir llegar a un concepto de renta neta que debería ser la materia imponible que 
contribuyera con su cuotaparte. 


Obviamente, queda fuera de esto el profesional que no tenga contabilidad suficiente, y aquí nos estamos 
imaginando a otros profesionales, no a contadores, porque de alguna manera suponemos -no sé si es un 
supuesto que se acerca a la realidad- que los contadores somos capaces de tenerla. Pero existen otros 
profesionales a los que se les haría más dificultoso mantener este tipo de documentación, de información 
adecuada, aun en el concepto que maneja la DGI de contabilidad suficiente. Por eso entendemos que debería 
manejarse el concepto de renta ficta. Por supuesto que ese concepto implica fijar un porcentaje. Esto es 
discutible; nuestra Comisión asesora ha entendido que representar esos gastos necesarios e imprescindibles 
para llegar a tener la renta profesional debía implicar que el monto imponible gravado fuera del orden del 
30%. 


Existe otro aspecto en esta propuesta que estamos presentando, que es un poco general para la sociedad 
porque no solamente nos afecta a nosotros. Nos parece que sería una buena práctica que contribuiría a que la 
sociedad de alguna manera se blanqueara totalmente y se eliminaran esos pozos negros que existen, que las 
personas físicas pudieran deducir sus honorarios profesionales debidamente documentados. Esta es de pronto 
una salida del tema de la tributación profesional y una pequeña intromisión en el resto de las rentas de las 


personas físicas. Entendemos que exigir la formalización de la economía contribuiría a que todas las facturas 
de los profesionales fueran requeridas por los usuarios, de tal manera que ellos pudieran a su vez tener algún 
beneficio en el descuento. Eso contribuiría a formalizar la sociedad y toda la economía. No es un tema que 
nos afecte directamente en cuanto profesionales, sino que contribuye a que la facturación y los ingresos 
gravados sean los que correspondan. 


Un tema adicional que queremos mencionar es que los profesionales tenemos el problema de que muchas 
veces facturamos porque de lo contrario no se inicia el proceso de cobro. Actualmente ya existe un perjuicio 
con relación a eso porque en general estamos vertiendo el IVA correspondiente a la facturación al mes 
siguiente o a los dos meses de dicha facturación. Adelantar dinero no cobrado es un problema de orden 
financiero y se podría potenciar en el caso de que el impuesto a la renta profesional o el que se vaya a aplicar 
también se aplicara sobre la facturación devengada. Entendemos que sería más realista y más justo si se 
pudiera pagar la cuotaparte que al profesional le corresponde aportar al Estado sobre aquellas rentas 
percibidas. 


Básicamente, esos son los puntos que están detallados. Hay un octavo punto que tiene que ver con temas de 
la Administración. Entendemos que en el proyecto de ley, al igual que en normas anteriores, inclusive la ley 
de Presupuesto, hay algunas disposiciones referidas a las atribuciones, a las potestades de la Administración, 
o sea de la Dirección General Impositiva encargada de recaudar los fondos, que de alguna manera coliden o 
violentan el tema del secreto profesional, que es una norma, en nuestra opinión, de carácter superior. 
Entendemos que habría que tener cuidado con eso, tratando de que esa situación no derive en una violación 
de dicha norma. 


Quedamos a disposición de los señores Diputados para lo que entiendan que sea necesario aclarar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nosotros estamos considerando la reforma tributaria en general. 
De acuerdo con la exposición que en su momento hizo el Poder Ejecutivo, a través del señor Ministro, 
esta reforma se basa en tres pilares fundamentales: equidad, eficiencia y promoción de las inversiones. 


Me pareció escuchar que el Colegio de Contadores todavía no hizo un análisis sobre este proyecto en general, 
y solo se ha limitado al análisis del impuesto a la renta de las personas físicas con respecto a los contadores. 
Sería importante saber qué opina el Colegio de Contadores en cuanto a si con este conjunto de medidas 
realmente habrá equidad y eficiencia o no; tal vez podrían manifestarlo en otra oportunidad o enviar su 
opinión por escrito. Nos gustaría conocer la opinión de los contadores en cuanto a si con esta reforma todo 
será más simple o si implicará mas papeleo, más complicaciones o no para quienes tengan que aportar, y en 
cuanto a si toda esta gama de medidas realmente promoverá una mayor inversión en el Uruguay. 


Reitero que para nosotros sería importante que el Colegio de Contadores hubiera hecho este análisis, pero al 
comienzo me pareció escuchar que no; no sé si lo harán en el futuro. Si llegaran a hacerlo, mi pedido sería 
que vuelvan a Comisión para que los escuchemos o que nos lo envíen por escrito. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La interpretación del señor Diputado es correcta. Por ahora, el Colegio solo 
tiene posición tomada con respecto a la tributación de los servicios profesionales. Sin perjuicio de ello, 
está estudiando el tema, está trabajando en las comisiones técnicas y es nuestra intención aportar 
elementos a los señores Diputados, en la medida de lo posible, para de alguna manera apoyarlos o 
asesorarlos. 


Apenas redondeemos un poco más el estudio de este tema, con mucho gusto les haremos llegar nuestra 
opinión. 


SEÑOR ASTI.- Creo que la intervención del colega González Álvarez, más que una pregunta fue parte 
de una exposición que tiene puntos en común con la nuestra. De alguna manera, me comprenden las 
generales de la ley por ser socio del Colegio y haber sido uno de sus directivos en años anteriores. 


Aprovecho la oportunidad para decirles que estamos tratando de coorganizar, conjuntamente con la Caja de 
Profesionales Universitarios y por supuesto el Colegio de Contadores, un evento en el cual vamos a discutir 


este tema; estarán invitados los sectores políticos, en particular, los integrantes de la Cámara de 
Representantes que estén trabajando en la discusión del proyecto en esta Comisión de Hacienda. 


La intervención del contador y del legislador González Álvarez iba exactamente en función de lo que 
nosotros también esperábamos, precisamente, porque uno de los primeros artículos del Estatuto del Colegio 
establece como una de sus obligaciones colaborar con las autoridades nacionales en el estudio de temas que 
le conciernan. Pretendo no ser ofensivo con lo voy a decir, pero habría sido muy importante que antes que el 
reclamo corporativo de un mejor tratamiento en esta reforma, hubiéramos tenido una opinión con respecto al 
total, para ver cómo afecta a todos los sectores de la sociedad y de la economía y no solo al del ejercicio 
profesional. 


Con respecto a su propuesta ?así como a otras que hemos recibido de otros sectores de la economía, pero que 
no tienen la característica de ser técnicos en materia tributaria? entendemos que intenta mejorar la situación 
contributiva de esos profesionales o de alguno de ellos respecto de lo que está establecido en el proyecto que 
estamos estudiando en el día de hoy. 


Creo que en el planteo de las alternativas de tributación de los profesionales no se tienen en cuenta, 
precisamente, algunos de los pilares básicos a que hacía referencia el señor Diputado González Álvarez, 
fundamentalmente, la equidad y la eficiencia. Entiendo que a esta altura de la consideración del proyecto, 
plantearse nuevamente una tasa fija, una tasa "flat", cuando la progresionalidad es uno de los aspectos 
importantes para el impuesto a la renta de las personas físicas -por más que en este caso los profesionales 
intentan salirse de esa categoría de personas físicas, aunque pretenden sí tener la posibilidad de liquidar 
opcionalmente por esa cédula, haciendo referencia a un viejo término que fue utilizado en el impuesto creado 
por el Partido Nacional en el año 1962-, creo que de alguna manera colide con esa progresionalidad que, 
obviamente, beneficia a quienes, ejerciendo la actividad profesional reciben menos ingresos y perjudica a 
aquellos que ejerciendo la actividad profesional reciben mayores ingresos. Debemos recordar que este 
proyecto implica la opción de liquidar las rentas profesionales por la renta a actividades empresariales 
cuando, obviamente, la conjunción de capital y trabajo pueda ser determinante de una mayor necesidad de 
utilización de los gastos deducibles por esa actividad. 


En el impuesto a la renta de actividades empresariales, por lo que se decía de la competencia desleal que 
pudiera darse con respecto a los profesionales no residentes, se prevé una proporcionalidad para el descuento 
de los gastos deducibles en las empresas; se tendrá en cuenta que esos gastos deducibles estarán limitados a 
que la renta de un tercero que se pretende deducir como gasto en la empresa haya pagado la misma tasa 
efectiva de impuesto a la renta. Por lo tanto, en este caso, la competencia desleal con un profesional que 
preste servicio a una empresa -por supuesto que serían los casos en que podría descontarse- estarían 
arbitrados por una misma tasa. Esta competencia desleal no existiría, por lo menos, en los servicios 
profesionales prestados a empresas que tributen por la renta de actividad empresarial. 


Sí creemos -esto es absolutamente a título personal; no alude a las posiciones que pueda tener la bancada de 
nuestro Frente, ni siquiera la bancada de mi propio sector- y lo hemos planteado al Ministerio, que en el caso 
de las rentas de las personas físicas obtenidas por profesionales, en lugar de los gastos admitidos del 30%, 
teniendo en cuenta que muchos de los profesionales pueden tener contabilidad suficiente, se podría llegar a 
una solución que contemplara que esos gastos deducibles pudieran ser los realmente efectivos, dado que una 
gran parte de los gastos de los profesionales tienen que estar documentados para hacer la deducción del IVA 
correspondiente en sus liquidaciones y los gastos de remuneraciones del personal que tengan asociado a ellos 
estarán siempre declarados ante una caja profesional, como la Notarial, o ante el Banco de Previsión Social 
para el resto de las profesiones y también habría forma de controlar los arrendamientos. De manera que con 
respecto a ese punto -reitero que esta es una visión absolutamente personal, aunque ya se ha trasmitido al 
Ministerio- se podría manejar la posibilidad de plantear algún régimen excepcional de deducciones 
documentadas que pudieran diferenciar a quienes tienen un mayor uso de factores de trabajo, de capital para 
deducir, que otras profesiones. En algunas profesiones hay un uso intensivo del capital y en otras no; por lo 
tanto, podría haber alguna diferenciación que hiciera eso un poco más equitativo, posibilitando un descuento 
distinto y no un 30% fijo, como se establece en el proyecto de ley, sin discriminar entre una renta y otra. 
Obviamente, hay problemas de control, pero sí compartimos con el Colegio que en algunos casos ese control 
se podría ejercer perfectamente a través del que ya se ejerce con las declaraciones de IVA, agregando algunas 
otras declaraciones adicionales. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si algún otro señor legislador quiere hacer uso de la palabra, o si los 
integrantes de la delegación tienen algo más que agregar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradecemos la oportunidad que nos han dado para plantear nuestra 
posición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión queda a la orden para recibir cualquier documentación 
complementaria que quieran hacer llegar. Asimismo, si requiriéramos algún informe complementario, 
se lo solicitaremos. 

SEÑOR RODRÍGUEZ.- Estamos a su disposición. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del 
Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de ANETRA) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a la delegación de ANETRA, integrada por su 
Presidente, señor Héctor Souto, uno de sus directivos, contador Sergio Blanco y un delegado de 
COPSA, contador Javier Cardozo, quienes se referirán a la reforma del sistema tributario que tenemos 
a estudio. 


SEÑOR SOUTO.- En nombre de ANETRA, agradecemos la deferencia de la Comisión de recibirnos y 
permitirnos emitir nuestra opinión sobre un tema tan delicado para el transporte como es la reforma 
tributaria. 


ANETRA es una asociación de transporte de personas por carretera que agrupa 87 empresas de todo el país. 
Por lo tanto, la diversificación del impacto de la reforma tributaria en nuestra organización es muy 
importante. De allí que hayamos tenido que traer a dos contadores para que puedan explicar técnicamente los 
impactos que se producen en todas las empresas, lo cual es muy difícil de unificar. 


Sé que concurrieron a esta Comisión representantes del transporte urbano y de las cooperativas, por lo que 
los señores Diputados ya tienen desarrollada la idea de esos dos sectores. Nosotros somos el tercero en 
discordia en todos los aspectos que puedan involucrar al transporte de pasajeros. Por lo tanto, quisiera que el 
contador Sergio Blanco se refiriera al tema, pues lo ha estudiado muy detalladamente y puede informar a la 
Comisión como corresponde. 


SEÑOR BLANCO.- Evidentemente, la reforma tributaria impacta fuertemente a un sector como el 
transporte, que tiene fijados sus precios por el Poder Ejecutivo en lo relativo al transporte 
interdepartamental y por los gobiernos departamentales en el transporte departamental, ya sean 
urbanos o interurbanos. El mayor impacto se produce por la modificación que se produce, 
fundamentalmente, en un impuesto y en las contribuciones a la seguridad social. El efecto es diferente 
en los sectores, y paso a explicar. 


Con esta reforma, las contribuciones a la seguridad social se unifican en una taza del 7,5% y esto encuentra al 
sector del transporte en diferentes situaciones, ya sea el transporte urbano, el suburbano -entendiendo por tal 
tanto al que se desempeña en el área de los 60 kilómetros de Montevideo como a aquel que en el interior del 
país, entre origen y destino, también recorre menos de 60 kilómetros- y el urbano del interior, que en este 
momento tiene el beneficio de la exoneración de aportes patronales. Vale decir que en las condiciones 
planteadas en la reforma tributaria este es un costo que se agrega y presiona los precios. 


Por otro lado, el transporte interdepartamental de corta, mediana y larga distancia e, inclusive, el 
internacional, hasta la fecha era el único sector que no había tenido el beneficio de aportes patronales cero; 
este sector pagaba 12,5% de aportes patronales. Entonces, la modificación que introduce el proyecto de 
reforma implica una rebaja en sus costos. Por lo tanto, estamos hablando de dos sectores: el urbano y el 
suburbano. Este último, por definición, es el que tiene su recorrido en el área de los 60 kilómetros de 
Montevideo, pero después se incorporó también a aquellos que realizan recorridos similares en el interior del 
país. O sea que desde el punto de vista previsional, es claro que hay dos situaciones distintas. 


Con respecto al Impuesto al Valor Agregado, quiero recordar a algunos de los legisladores presentes que en la 
anterior legislatura tuvieron que escucharnos cuando defendimos la inclusión del transporte en el Impuesto al 
Valor Agregado en condiciones muy especiales. En aquel momento el transporte comenzó a tributar IVA sin 
que el impuesto se trasladara a los precios. Ello implicó un crédito fiscal que, en definitiva, daba un efecto 
neutro para las empresas. Evidentemente, la modificación que introduce la reforma tributaria es que el 
transporte de pasajeros pasa al régimen general del impuesto, o sea, será gravado, de acuerdo con las 
condiciones que están dadas, a una tasa del 10%. En la actualidad el efecto neutro, obviamente, se da a la tasa 
del 14%, que es la mínima. Esto va a afectar a todo el sector sin distingos, pero en resumen se dan las 
situaciones que planteaba respecto al tema previsional. Va a haber una parte del sector con una disminución 
del impuesto, con una rebaja por COFITS, pero expuesto al Valor Agregado sin el crédito fiscal con el que 
contábamos hasta la fecha. Eso daría en grandes números, si se quiere, un equilibrio en los precios, una suerte 
de compensación. De todos modos, esto no sucede en los sectores urbanos ni en los suburbanos del 
transporte; en este caso, el efecto se suma: el impacto del Impuesto al Valor Agregado más el impuesto 
previsional, que tiene un efecto del orden del 6,5% a 7% en los cálculos de los precios. En definitiva, nuestra 
preocupación radica en un sector sensible. 


En general, el precio es un elemento muy importante. El sector ha sufrido durante la última década una caída 
muy fuerte de la demanda, manteniendo una oferta que consideramos muy importante. Se han mantenido los 
servicios en forma estricta y, evidentemente, el negocio se sustenta, en carácter de servicio público, sobre la 
base de una demanda que sea importante. Además, la demanda es muy severa en los precios. Por eso siempre 
recalcamos que hemos llegado prácticamente al límite en cuanto a los precios del transporte. Siempre hemos 
buscado tratar de aportar soluciones para poder neutralizar estos efectos. 


En cuanto al IVA, en el análisis de la Ley N* 17.651, de junio de 2003, la reforma deroga algunos artículos. 
Deroga, obviamente, el famoso crédito fiscal, pero mantiene la facultad que da al Poder Ejecutivo y que 
incluso este, durante ocho meses de ese año, utilizó. Me refiero a la posibilidad de dar un crédito a las 
empresas por el 50% del Impuesto al Valor Agregado incluido en las adquisiciones de gasoil, como forma de 
apoyo al sector en un momento muy complicado. Nosotros estimamos que esta facultad puede ser un 
elemento importante a tener en cuenta para poder neutralizar los efectos. Hay un efecto que no mencioné, que 
hace a la organización empresarial existente en el sector; hay empresas administradoras de microempresas, de 
pequeñas empresas, como las formas jurídicas de CUTCSA, COPSA, COME, SOLFY. Existe todo tipo de 
sociedades y también hay cooperativas de transporte no solo en el sistema urbano de Montevideo, en el 
suburbano, sino en lo departamental e interdepartamental. La reforma impacta en ellos también a través del 
impuesto a la renta. 


Nosotros hablamos de alternativas previstas en la legislación, pero quiero referirme a una que no lo está. Hoy, 
el gasoil está gravado a una tasa del 14%, y la relación de precios actuales coincide porque tiene incluido en 
su precio $ 1,46 de IMESI. Si sustituimos el IMESI por el IVA, cierra exactamente el precio actual con un 
IVA del 23%. Esa es una alternativa que hemos manejado porque no cambia los precios del combustible y sí 
permite a las empresas neutralizar el efecto que el IVA pueda tener en los precios. 


Hay algo que plantea la reforma, y quiero ser muy cuidadoso al respecto. Nosotros somos partidarios de que 
todo el sector tenga un tratamiento uniforme. Si bien la reforma no deroga un artículo que establecía que en 
el transporte era preceptivo que las empresas tributaran IVA e impuesto a la renta ?impuesto a la renta de las 
empresas, como se denomina ahora?, hay una exclusión especial para los taxis, los remises y los transportes 
escolares, inclusive con un sistema ficto de tributación muy sensible. No se trata de que estemos en contra de 
los sistemas fictos; por el contrario, creemos que los sistemas fictos en el impuesto a la renta de las empresas 
de transporte son utilizados, fundamentalmente en las microempresas. 


En cuanto al impuesto a la renta, salvando la situación de las cooperativas que quedan expuestas, el resto de 
las empresas se va a beneficiar con una rebaja en la tasa del impuesto. 


Consideramos que lo planteado en el artículo 47 del Capítulo VII de la reforma, que refiere a las 
estimaciones fictas, es adecuado y el transporte, al menos las pequeñas empresas del ramo, deberían poder 
utilizarlo. En la actualidad, la reglamentación establece que la renta neta es del 5,5% y está alineada con los 
porcentajes que se reconocen en nuestra tarifa. Es una forma segura de recaudar. 


En lo que respecta a las exoneraciones del impuesto a la renta, quisiera hacer una precisión a la redacción que 
creemos que es muy importante. El artículo 52 refiere a que estarán exentas, entre otras, las compañías de 
navegación marítima o aérea. Este tratamiento ha sido histórico; el transporte aéreo y marítimo han gozado 
de consideraciones especiales. Nosotros, como transportistas terrestres, también querríamos tener estas 
condiciones porque implican beneficios muy importantes, por ejemplo, en los combustibles. Pero la precisión 
que queríamos hacer es que el beneficio alcanza a las compañías en general y no al servicio que prestan. Este 
es un tema importante porque, en definitiva, una empresa aérea o marítima puede tener también servicios 
terrestres de personas y al estar exonerada la compañía y no el servicio, se genera una situación de 
competencia que nos parece que no es la adecuada. 


Para finalizar mi exposición, respecto al tema de las reinversiones, en las exposiciones de motivo del 
proyecto, una de las cosas que se ha recalcado especialmente es el fomento a las reinversiones, de lo cual 
participamos. Queremos aclarar que, salvo en el período 1989 a 1991, la compra de vehículos, de ómnibus 
para el transporte colectivo, nunca fue comprendida en las reinversiones. En el período en que sí lo fue, 
estaba dentro de un literal referido a vehículos utilitarios. Nosotros consideramos que el ómnibus para el 
transporte de pasajeros, incluso los camiones para el transporte de carga profesional, no son vehículos 
utilitarios; son el elemento principal de las compañías y merecen no estar en una lista de utilitarios, 
dependiendo de que el Poder Ejecutivo faculte, sino integrados en un ítem especial que le diera permanencia. 


Quisiera hacer un comentario en lo que respecta al transporte internacional de pasajeros, porque en función 
de la reglamentación que se hizo a la ley, en el año 2003, se gravó con IVA el transporte. Queremos dejar 
asentado aquí que la reglamentación al transporte internacional de pasajeros -Decreto N* 405 de octubre de 
2003? le dio un carácter muy interesante y permite la competitividad de las empresas de transporte terrestre 
de pasajeros al exterior, fundamentalmente en el marco del MERCOSUR y de Chile. Además, iguala el 
tratamiento que en este caso tienen las empresas brasileras que, vía convenio con Uruguay, están liberadas de 
todo tributo; de gravarse con IVA el transporte, el tramo nacional de entrada y de salida al país quedaría 
gravado. Es bueno que la reglamentación -ojalá estuviera plasmada en una ley? previera esa situación para no 
causar problemas a nuestro transporte respecto al de los países vecinos. 


SEÑOR ALONSO.- La exposición de la visita ha sido bastante clara y adelantamos que compartimos 
alguno de los planteos, puntualmente lo que hace referencia al artículo 52. 


Quizás, encomendándoles una tarea posterior, pediría a la gente de la ANETRA que, si le parece bien, 
presente una redacción sustitutiva que contemple las necesidades del sector. Parecería que es de recibo el 
planteo y también a efectos de no tener que consultarlos nuevamente sobre este aspecto. 


En el debate del articulado algunos de los planteos formulados por ustedes será objeto de negociación de esta 
Comisión. 


Evaluando lo que puede llegar a ser la disposición de los distintos representantes o sectores, parece lógico, de 
recibo, que nos remitieran las modificaciones de redacción que el proyecto merecería, para que quedaran 
contempladas las aspiraciones que plantean, que son legítimas, respecto a cuál debe ser la exoneración y a 
quién debe apuntar en este caso. 


SEÑOR SOUTO.- Con gusto estaríamos dispuestos a elaborar una nueva redacción y hacérsela llegar 
a la Comisión para que la analice. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Realmente hemos asistido a una exposición totalmente objetiva; creo 
que es la sensación general de la Comisión. Los visitantes han expresado las ganancias y pérdidas que 


tiene toda reforma de este tipo. Además, han hecho algo muy importante: han aportado soluciones a 
algunos temas que evidentemente plantean alguna complicación. 


Estaremos en contacto a efectos de analizar aquellos casos en que el público sea el perjudicado debido a 
aumentos de precios por la reforma tributaria. Es probable que alguno de los integrantes de esta Comisión se 
contacte con la delegación para afinar algunas redacciones que puedan mejorar o cambiar el texto de la 
reforma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación de la ANETRA; quedamos a 
disposición y en la medida en que tengan algún documento para acercarnos, con gusto lo recibiremos e 
incorporaremos al material de trabajo. 


(Se retira de Sala la delegación de ANETRA) 


(Ingresa a Sala una delegación de Cooperativas Agrarias Federadas) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a la delegación de Cooperativas Agrarias Federadas 
para referirse a la reforma tributaria. Integran la misma los señores Pedro Hounie, Presidente; Miguel 
Ángel Fernández, Secretario; ingeniero agrónomo Marcelo Ferriolo, asesor y el doctor Sergio Reyes, 
asesor jurídico. 


SEÑOR HOUNIE.- Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. 


Desde que nos enteramos de la versión de reforma tributaria y tomamos conocimiento de los cambios en la 
tributación para las cooperativas en general, surgió la preocupación por analizar el tema. En ese sentido, 
encargamos a nuestro asesor, el doctor Sergio Reyes, un trabajo que dejamos en esta Comisión, referente a 
los cambios tributarios que incluye esta reforma presentada. 


Desde su inicio -hace ya más de cincuenta años? y desde la primera legislación, siempre fueron un 
componente importante para las cooperativas agrarias ciertas exenciones impositivas, especialmente, la de no 
ser alcanzadas por el impuesto al patrimonio y a la renta; el tema de la equidad, que es una de las bases de 
esta reforma tributaria, no sería tenido en cuenta en este caso, si no se entendiera que las cooperativas 
agrarias son entidades distintas 2como lo consideraron a su vez los legisladores que hicieron la ley original de 
cooperativas agrarias y sus modificaciones? y que por lo tanto debería mantenerse ese tratamiento tributario 
diferente del que gozan hasta el momento 


Hay que tener en cuenta las funciones que las cooperativas han tenido en la historia de nuestro país. 
Pensamos que si bien las cooperativas generalmente se crean -como dice la ley? para solucionar problemas 
de los productores que libremente se asocian, también hemos tenido una función de transferencia de 
tecnología, de servicios, en la transformación de nuestro agro de lo cual hay pruebas. En ese sentido, el hecho 
de tener esta diferenciación está unida a una función diferencial de estas entidades y, en ese sentido, 
pensamos que las cooperativas siguen siendo un aliado para los cambios necesarios y para la defensa de los 
pequeños productores. En una economía que muchas veces no respeta al pequeño productor, nuestras 
entidades han sido el vehículo para que la pequeña producción obtenga los beneficios de estar asociada y así 
defenderse de los grandes capitales. 


SEÑOR REYES.- Complementando la exposición del señor Hounie, nuestra idea era hacer alguna 
referencia al informe de Cooperativas Agrarias Federadas -entidad compuesta por un conjunto de 
cooperativas agrarias y de sociedades de fomento rural-, respecto del proyecto de reforma tributaria, 
básicamente, en lo concerniente al tratamiento que se le da a las cooperativas en general y a las 
agrarias en particular. 


De alguna manera, como ya lo anunciaba el señor Hounie, el legislador ha tenido en cuenta las características 
diferenciales de las cooperativas con relación a otro tipo de entidades, ya sean las sociedades comerciales o 
las sociedades civiles, a los efectos, precisamente, de considerar el tratamiento tributario en función de estas 
características. Nosotros creemos -se explicita de esa forma en el informe- que el legislador ha tenido en 
cuenta básicamente el principio constitucional de igualdad, contenido en el artículo 7* de la Constitución de 


la República, en tanto se profesa un tratamiento diferente en la medida en que estamos ante entidades de 
naturaleza diferente. 


A los efectos de dar información a los señores legisladores, nuestra idea era hacer un breve repaso de lo que 
es especificamente la legislación cooperativa agraria, dado que en nuestro país -como con seguridad los 
señores Diputados saben- la legislación de cooperativa está dispersa en varios cuerpos normativos: leyes, 
decretos reglamentarios. 


La primera ley, la N* 10.008, que data de 1941, refirió precisamente a cooperativas agrarias. Luego hay un 
elenco bastante importante de diferentes normas que surgieron en el transcurso de los años, 
fundamentalmente, del siglo pasado. Podríamos decir que se completa con la Ley_N* 17.794 del año 2004, 
que refiere a cooperativas de trabajo. Todas ellas conforman un panorama bastante disperso, fragmentario, 
con ciertas incoherencias y vacíos que de algún modo vino a llenar la Ley_N” 16.060, del año 1989, cuando 
en su artículo 515 estableció que es aplicable a las cooperativas el subsidio y, en cuanto le es compatible, las 
disposiciones de esta ley de sociedades comerciales. Esto también reafirmó el concepto de autonomía del 
derecho cooperativo, en tanto estableció que en primer lugar deben aplicarse las normas específicas del 
derecho cooperativo. 


En el año 1984 se dicta el Decreto-Ley N* 15.645, atinente a las cooperativas agrarias, derogándose la ley de 
1941. Precisamente, es reconocido por la doctrina en general y por la jurisprudencia -cuando se han ventilado 
algunas situaciones litigiosas en nuestros Juzgados- que este Decreto-Ley_N? 15.645 ha venido a constituirse 
-a pesar de que a esta altura tiene más de veinte años- en el cuerpo normativo más armónico, completo y 
homogéneo que regula a las cooperativas agrarias en particular. 


Nos parece del caso compartir con ustedes algunos conceptos contenidos en la ley de cooperativas agrarias, 
dado que reflejan claramente la recepción que tuvieron por parte del legislador los conceptos doctrinarios 
básicos del cooperativismo universal que -como en alguna otra exposición hemos referido- están contenidos, 
o de alguna manera explicitados, a nivel mundial, por la Alianza Cooperativa Internacional, organismo rector 
o que nuclea a todos los países del mundo en lo que tiene que ver con cooperativas. También sabemos que 
estos principios han sido recogidos en la mayor cantidad de legislaciones de diversas latitudes o países. 


Concretamente, la Ley N* 15.645, ya en su artículo 1” define a las cooperativas de una manera absolutamente 
diferente a nuestra definición legal de sociedades comerciales, contenida en la Ley N* 16.060, y de 
sociedades civiles, contenida en el Código Civil. Tanto las sociedades comerciales como las sociedades 
civiles están definidas a partir de que se nuclean dos o más personas a los efectos de realizar una determina 
inversión para obtener una ganancia determinada. En el caso de las cooperativas agrarias, la definición 
establece que son personas jurídicas que están basadas en el esfuerzo propio y en la ayuda mutua de sus 
miembros, exclusivamente, con el fin de practicar las actividades explicitadas en el artículo 2* de la ley que 
son, precisamente, las actividades de servicio al sector agropecuario. 


El artículo 4” de la Ley _N* 15.645 define los actos cooperativos. Se denominan actos cooperativos a la 
especial relación jurídica que se genera entre un socio y su cooperativa, a diferencia de los actos de comercio 
-contenidos en el Código de Comercio- con respecto a los cuales, a decir verdad, se carece de una definición, 
puesto que el Código, más que nada, enumera cuáles son los actos de comercio, pero no expresa una 
definición. De todas maneras, doctrinariamente hay una ensayo de definición de actos de comercio que es 
absolutamente diferente a lo que es un acto cooperativo. 


Como decía, el acto cooperativo se basa en la relación entre el socio y su cooperativa, en la cual hay una 
identidad entre miembro y usuario de los servicios; se trata de la misma persona, a diferencia de lo que ocurre 
en una sociedad anónima. Se constituye una sociedad anónima entre dos o más personas y comercian, 
negocian, con terceros. Cuando se vende, se presta o se hace cualquier tipo de contrato, la sociedad anónima 
opera con terceros, mientras que las cooperativas operan con sus propios miembros. 


Por si fuera poco, en este artículo 4” el legislador expresa que los actos cooperativos no constituyen actos de 
comercio. A juicio de alguna parte de la doctrina, esto sería redundante o reiterativo, pero se deja 
absolutamente clara la relación jurídica diferencial que existe o que se genera en una cooperativa agraria. 


Por su parte, el artículo 9* establece otras de las características absolutamente diferenciales de las sociedades 
comunes o de las sociedades de capital, estableciendo que la calidad de miembro de una cooperativa agraria 


es personalísima y no es trasmisible. Todos conocemos que en cualquier sociedad las participaciones sociales 
son negociables -ya sea por su valor nominal, patrimonial o de mercado- y que si poseo una participación en 
una sociedad la puedo vender o trasmitir bajo cualquier título y modo. En las cooperativas agrarias son 
absolutamente personales; no son trasmisibles. Esto indica -reitero una vez más- el carácter diferencial de 
este tipo de entidades de servicio, como las cooperativas agrarias. 


Luego, en los artículos 11 y 12 de la Ley N* 15.645 se establecen características tales como la variabilidad 
del número de socios de una cooperativa agraria, es decir que no tiene límite, recogiendo así el primer 
principio de cooperativismo de libre adhesión. 


Por su parte, el artículo 14 reafirma el carácter de personalísima de las participaciones en las cooperativas 
agrarias, estableciendo que en caso de fallecimiento no pueden continuar los herederos, sino que se debe 
reembolsar la parte social con el reajuste pertinente, si es que el estatuto lo estableció. 


El artículo 18 establece que el capital tiene la naturaleza de variable; esto está asociado al primer principio de 
libre adhesión y egreso, por cuanto en la medida en que se puede ingresar en forma libre a las cooperativas 
agrarias, necesariamente el capital debe ser de naturaleza variable. 


El artículo 21 establece la obligatoriedad de constituir un fondo de reserva. Aquí vamos al concepto de la 
irrepartibilidad de una parte de los recursos de las cooperativas, en este caso, de las cooperativas agrarias, que 
también es algo ínsito o propio de las cooperativas. 


En alguna oportunidad hemos comentado el hecho de que precisamente en una sociedad de capital común los 
fondos son, en esencia, repartibles. Pongamos por caso cuando ocurre una disolución y liquidación de una 
sociedad de capital común, luego de satisfecho el pasivo, el remanente debe, necesariamente, repartirse entre 
los socios, a diferencia de lo que ocurre en una sociedad cooperativa en la que los fondos de reserva son de 
carácter irrepartible y, en consecuencia, deben tener un destino desinteresado, es decir, debe determinarse el 
destino al que deben ir. Precisamente, en el caso de la Ley_N* 15.645 se establece que deben destinarse al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con destino a fomento cooperativo. 


El artículo 29, por su parte, de la Ley N* 15.645 establece el principio de un hombre, un voto, disponiendo 
que cada miembro tiene un voto, independientemente de la cuantía de capital aportado. Insisto, aunque 
parezca redundante, que ese es otro elemento que marca absolutamente la diferencia de la cooperativa con la 
sociedad de capital. 


Los artículos 51, 52 y 53 establecen que el contralor de las cooperativas agrarias está asignado al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y se detallan una serie de pautas para llevar adelante ese control. De 
alguna manera creemos que esto reafirma el hecho de que, en la medida en que las cooperativas agrarias 
tienen caracteres diferenciales, el legislador entendió que necesariamente estas cuestiones debían ser 
controladas por el Estado, a los efectos de que, por ejemplo, en un eventual tratamiento tributario diferencial 
-que lo tienen- cumplan a carta cabal con todos los requerimientos que establece la ley para ser merecedoras 
de esa clase de tratamiento. 


El artículo 54 -como ven estamos haciendo una enumeración sucinta de los artículos más importantes- 
establece que la transformación de las cooperativas en cualquier otra forma societaria está absolutamente 
prohibida. Esto es coherente con los principios del cooperativismo. Porque, por la vía del expediente de la 
transformación, un grupo de personas no puede constituir una cooperativa para luego saltar a otra forma 
societaria que desnaturalice los fondos aportados a través de la forma cooperativa. 


En el artículo 56 se establece que a las cooperativas agrarias les serán aplicables las disposiciones del Código 
de Comercio atinentes al concordato preventivo, pero el legislador se encargó expresamente de establecer que 
no por eso adquieren naturaleza comercial. Es decir que las cooperativas no tienen naturaleza comercial y ni 
siquiera la adquieren en aquellos casos en los que se remita en forma expresa a la aplicación de algunas de las 
normas de carácter societario. 


Nos parece que este conjunto de características que contiene el Decreto-Ley N* 15.645 establece las 
características diferenciales que están recogidas pero, en todo caso, creo que vale la pena decir que no son 
una invención de la ciencia jurídica ni del ordenamiento jurídico uruguayo, sino que son parte de una 
realidad. Como ustedes bien saben, el cooperativismo nació como reacción a las condiciones adversas de la 


Revolución Industrial en Inglaterra, luego se extendió al mundo entero y, de alguna manera, se ha constituido 
en lo que se suele denominar el tercer sector de la economía. Este tercer sector no está constituido 
exclusivamente por ellas porque hay otras entidades que lo componen. De cualquier manera, no podemos 
dudar de que es una de las entidades que componen en forma principal el denominado sector de la economía 
social o tercer sector, a diferencia de lo que es el sector público y privado clásicos de nuestras economías. 


Finalmente, reafirmamos algo que decimos en el informe que, como anunciaba el señor Hounie, dejamos a la 
Comisión: entendemos que este conjunto de características diferenciales que llevaron a que en ese mismo 
cuerpo normativo se estableciese el tratamiento tributario especial para las cooperativas, es reafirmado no 
solo por la voluntad expresa del legislador sino por estas mismas características. Repetimos que por estas 
características entendemos que las cooperativas no generan renta sino que prestan un servicio a los asociados. 
El individuo no aporta dinero a los efectos de obtener una renta directa, aunque debería mejorar la situación 
económica del individuo porque esa es la finalidad de las cooperativas. En cualquier caso, entendemos que el 
Estado debe focalizarse o apuntar al individuo. Es decir, si el individuo mejora su situación económica a 
partir de operar en la cooperativa, tendrá mayores ingresos. En consecuencia, de acuerdo con la reforma 
tributaria en consideración, tendrá que aportar el IRPF a partir de sus ingresos. Si el individuo tiene un 
patrimonio mayor, tendrá que aportar en función de ese patrimonio. Lo que quiero decir con esto es que nos 
parece que, como no hay un problema de evasión o de que el Estado vaya a recaudar menos, el sistema 
tributario debe apuntar en definitiva a focalizar las baterías en el sujeto económica y jurídicamente adecuado, 
a los efectos de la tributación. 


Solo resta aprovechar la ocasión para comentarles que la Ley de Cooperativas Agrarias resulta, hoy por hoy, 
el cuerpo normativo del derecho cooperativo uruguayo más armónico y homogéneo; por lo tanto, en el 
proyecto de ley general de cooperativas -que también está a consideración de esta Cámara de Representantes- 
se han recogido varias de las disposiciones de este cuerpo normativo que acabo de enumerar en forma muy 
sucinta. 


Repito que nuestra idea era pasar revista a las características diferenciales de las cooperativas agrarias, 
fundamentalmente haciendo pie en lo que es el derecho positivo vigente. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Luego de la explicación precisa del doctor Reyes, quiero hacer una referencia 
desde el ángulo de un dirigente. 


Hace treinta y ocho años que soy dirigente de cooperativas agropecuarias y dentro de ellas, de la rama de la 
agroindustria de la lana, Central Lanera Uruguaya. 


Mientras hablaba el doctor Reyes pensaba ?algo que seguramente a ninguno de ustedes escapa? lo que 
significan las cooperativas agrarias en el mundo de hoy como herramienta de ejecución de políticas, de 
justicia social, de desarrollo, etcétera, tratando de referirnos a hechos y no a palabras o a ideas. Por ejemplo, 
la Central Lanera Uruguaya es una empresa que desde hace muchos años mantiene una adhesión social de 
entre dos y tres mil productores anuales. En este momento no tengo la cifra actualizada, pero debe situarse en 
dos mil quinientos. Es una empresa de segundo grado. No opera directamente con el productor, pero sí a 
través de treinta y pico cooperativas de todos los departamentos del país, incluido Montevideo. 


Ese núcleo de productores que hacen posible una economía de escala que, de hecho, ha penetrado todos los 
mercados de lana del mundo, incluyendo al cliente más exigente del mundo, que es un hilandero de 
Alemania, está compuesto, en su inmensa mayoría, por pequeños y medianos productores, sobre todo 
pequeños. A esos productores de Artigas o de Canelones o de San José o Florida, de donde quieran, que 
tienen trescientos kilos de lana -menos algunos y poco más, otros- si se pusieran a sacar cuentas de lo que 
importa en una empresa moderna, no sé si se imaginan quién podría atenderlos, hacerles extensión o ir a 
buscarles la mercadería, o sea, hacer exactamente todo como si se tratara de un lote de sesenta o setenta mil 
kilos de lana muy fina, de muchísimo valor. Eso es lo que hace el sistema cooperativo agrario uruguayo en el 
caso de la lana, pero también en otras áreas. ¿Quién atendería a pequeños lecheros si no estuviera COLEME, 
en Melo, o CALCAR en Carmelo? También está el caso de CONAPROLE, aunque puede haber alguna 
diferencia de situaciones. Y así podría seguir sucesivamente si revisara todos los rubros. 


Además, como se decía, son instituciones que están reguladas -y pueden estar mejor- a través de la oficina 
correspondiente del Ministerio de Ganadería. Pero refiriéndonos a hechos concretos, si ustedes revisaran la 


ejecución del proyecto ganadero del Período pasado del Gobierno, encontrarían a las cooperativas en un lugar 
preponderante en la ejecución de la Fase Í y creo que algo en la Fase II. Si revisan la inscripción ya cerrada 
de la Fase I del Proyecto Ganadero, se encontrarán también con una supremacía, por decirlo de alguna forma, 
del sistema cooperativo agrario de este país, en el apoyo de llevar adelante, ejecutar y desarrollar políticas 
que diseña el Ministerio o el Gobierno. Entonces, a la hora de ese tipo de cosas, a la hora de que este 
Gobierno o este Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca diga -por decir algo- que quieren hacer llegar a 
mil productores a un ingreso razonable y conveniente, en el Uruguay hay paquetes tecnológicos para el lanar, 
por ejemplo. En ese sentido, hay treinta y pico de cooperativas y sociedades de fomento operando en todo el 
país, y está probado que, a través de la agroindustria Central Lanera tienen mercado, y también a través de 
otras. Está todo creado y preparado para llevar adelante políticas de desarrollo en carne vacuna; de hecho, 
estamos con la trazabilidad, y en todo lo que esté sobre el tapete las cooperativas son actores presentes; no 
quiero poner adjetivos a favor nuestro, pero estamos ahí. 


Esas son cosas que valía la pena comentar, para que ustedes las tengan en cuenta como lo crean conveniente. 


SEÑOR FERRIOLO.- El espíritu de hacer empresas diferentes, tanto del legislador como de los 
fundadores, se refleja en la realidad de las cosas que se hacen hoy. Organizaciones con actividad 
económica insertas en el medio hacen cosas que otras no hacen. 


Voy a dar dos ejemplos. Hoy nos preocupa a todos -porque es algo que hemos ido acumulando en el mundo y 
en el Uruguay- los temas ambientales y la no contaminación. Por ejemplo, hay normas que prohiben 
fraccionar agroquímicos, y está bien que así sea. Por otro lado, las empresas importadoras cada vez entregan 
envases más grandes de agroquímicos a las empresas distribuidoras. Pero también hay envases pequeños y 
son las Cooperativas las que los tienen, a costos mucho mayores, para que un pequeño productor de 
hortalizas, de fruta o de un cultivo agrícola pueda disponer de él. 


Otro costo que tienen las Cooperativas son los relacionados con la asistencia técnica y la aproximación de la 
tecnología a la gente. En el Uruguay tenemos centros de generación de tecnología, como el INIA, y la red de 
profesionales de las Cooperativas es un fuerte canal de comunicación con los productores. Es una red 
importante, que tiene costos, que en parte se cubren con algún mecanismo y que hacen a la justificación que 
presentaban los compañeros del equipo, en el sentido de que tener una exoneración es un buen estímulo. 


Los gobiernos, en general, tienen vocación de apoyar a gente que hace cosas razonablemente buenas, y hay 
distintas formas de hacerlo. Muchas veces, es a través de un subsidio, de un crédito, de una donación, de un 
estímulo; en este caso, el estímulo está en la exoneración de algunos impuestos y aparece también como 
positivo que exista cuando la cosa se concretó. Es decir: si tiene renta o patrimonio es porque cumplió su 
función económica y social; ahí aparece el estímulo y el Estado no tuvo un costo anterior, dando equis 
entrega, equis aporte, equis donación. O sea que en caso de éxito social y económico a través de esa 
actividad, de esa red, de ese comercio del pequeño productor o de la innovación de poner una organización 
agroindustrial nueva -más allá de que también ha habido fracasos-, el apoyo aparece en una menor 
tributación, que obviamente el Estado no recibe pero que no le ocasionó un aporte a priori, sin saber si habría 
éxito o fracaso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, la muy clara exposición de nuestros visitantes y el hecho de que 
esta Comisión ya recibió a varias organizaciones de tipo cooperativo, comisiones e, inclusive, la 
Comisión Honoraria que funciona en la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto -lo que le 
ha permitido conocer por lo menos en términos generales la situación del sector y su visión respecto de 
la reforma- nos exime de mayores comentarios, aunque sí agradecemos toda esta explicación tan 
puntual y pormenorizada y el material que nos dejan. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


